
el presidencialismo 
en méxico

(Algunas consideraciones acerca del dualismo entre la 
burocracia y la política gubernamentales con notas es­

peciales relativas al Estado Mexicano)

Albrecht T ribukait

I

El presente ensayo se sitúa no sólo en medio de la dis­
cusión incesante de la estructura, función, valorización 
y sistema de la burocracia gubernamental, sino que in­
tenta desarrollar algunas consideraciones específicas qué 
puedan facilitar la comprensión de la relación dinámica 
entre una burocracia administrativa gubernamental y 
el poder ejecutivo como poder político. Cabe señalar 
desde un principio, que ambas nociones, la de la buro­
cracia y la del poder político, son esencialmente de ca­
rácter analítico, ya que se conciben como elementos 
abstractos de lo que globalmente podemos llamar poder 
ejecutivo, o el segundo poder de acuerdo con la doctrina 
clásica de la democracia, mismo que se nos presenta 
como una unidad en la cual la política y la administra­
ción (burocracia) están estrechamente fusionadas.

Es indispensable, para cumplir el propósito señalado, 
dedicar nuestra atención a la teoría de la administración 
pública, porque es ésta de la cual esperamos recibir 
indicaciones relevantes, o por lo menos sugestivas, para 
nuestro enfoque principal.

De la misma manera será preciso analizar aquellos 
aspectos de la organización política del Estado que pa­
recen más significativos para conceptualizar la dualidad 
burocracia-política, en el sentido arriba mencionado. En 
tal contexto y aparte de las características básicas de la 
organización política del Estado, contemplaremos en 
especial el sistema o régimen de partidos políticos y sus

implicaciones sobre la relación entre la burocracia admi­
nistrativa y el poder político del Estado.

En forma preliminar, podemos expresar que el tema 
planteado parece predominantemente de carácter orga­
nizativo, de modo que su investigación tendrá que 
basarse por una parte en la sociología de la organización, 
por la otra, tratándose de procesos y estructuras políticos, 
en Estado y  sociedad en un campo más amplio de la 
sociología política. Finalmente, tendremos que relacionar 
este trabajo con la teoría de la administración pública, 
puesto que ésta se halla vinculada intrínsecamente con 
los problemas ya enunciados.

II

1. Una discusión del fenómeno burocrático dentro de 
la administración pública, sea al nivel pragmático, o en 
un marco teórico cualquiera, nos conduce invariable­
mente al análisis estructural que Max Weber hizo de 
la burocracia, puesto que hasta la fecha los elementos 
constitutivos de una burocracia tal como fueron esta­
blecidos por este autor a la vista de la burocracia prusia­
na, han sufrido pocas modificaciones.

Para Max Weber,1 una burocracia moderna debe 
mostrar los siguientes rasgos:

1 Weber, Max, The Theory of Social and Economic Orga­
nization,, pp. 329 y ss.
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a) una organización continua de funciones oficiales 
limitadas por reglas;

b) un campo específico de competencia;
c) la organización de oficinas según el principio de 

la jerarquía: cada oficina o sección inferior está 
bajo control y supervisión por una superior;

d) reglas técnicas que gobiernan la conducta de una 
oficina;

e) en un tipo racional, es un principio que los miem­
bros de la administración estén completamente 
separados de la propiedad de los medios de la 
administración ;

/) en un tipo racional, una ausencia completa de 
apropiación de la posición oficial por parte del 
funcionario;

g ) la combinación de documentos escritos y una 
organización continua de funciones oficiales cons­
tituye la “oficina” que es el centro de todos tipos 
de acciones corporativas modernas, y

h) el ejercicio de una autoridad legal.

El carácter ideal de la burocracia en la concepción 
de Max Weber queda manifiesto por su convicción de 
que el ejercicio más puro de una autoridad legal se 
da cuando se emplea un personal administrativo' buro­
crático2 que tenga las características arriba especificadas, 
ya que, desde un punto de vista metodológico, tal abs­
tracción de un orden burocrático real no tiene necesa­
riamente una conexión con las cualidades dé sistemas 
sociales actualmente existentes, sino comprende una co­
lección de atributos que están lógicamente intérrelacio- 
nados sin ser característicos en su conjunto de una 
sociedad real determinada.3

La pregunta de si la concepción weberiana de la 
burocracia administrativa ideal4 es el resultado de una 
preocupación por el control social,5 o más bien por la 
racionalidad de la administración, parece padecer de 
una diferenciación inadecuada. En verdad, Max Weber 
se propuso dar una respuesta a la vieja pregunta de 
Thomas Hobbes: ¿Cómo es factible un orden social? 
Llegó a considerar al proceso administrativo como la 
realización racional de los intereses qué son especifica­

2 Weber, Max, op. cit., p. 21.
3 Así Seymour Martin Lipset, Political Man, Anchor Books, 

Garden City, N. Y., 1963, p. 59.
4 Véase la discusión de Carl J. Friedrich sobre el aspecto 

metodológico del “tipo ideal” en Reader in Bureaucracy, pp. 
27 y sigs.

5 Según Crozier, Michel, El fenómeno burocrático, vol. n,
p . 5 7 .

dos en el orden legal del cuerpo administrativo.6 De 
otra parte, el ejercicio del control social a base dé cono­
cimiento, es el sentido o finalidad primordial de la 
administración burocrática. Es pues obvio, que la racio­
nalidad condiciona hasta cierto grado, el control y el 
orden social que la burocracia puede y debe establecer 
con fundamento en las disposiciones legales y otros prin­
cipios y reglas capaces de una formulación generalizada 
y aprobada por el gobierno.7

Los rasgos estructurales de la burocracia condicio­
nan ciertas tendencias entre las cuales destacan: el in­
cremento continuo del poder de la misma burocracia 
debido a una acumulación constante de conocimientos 
técnicos y secretos, la creación de una plutocracia a 
causa de un interés en la extensión temporal máxima 
del entrenamiento técnico, la predominancia del espíritu 
de impersonalidad formal, etcétera.

Ahora bien, antes de entrar en el examen del des­
arrollo, ampliación y modificación del concepto buro­
crático de Max Weber en etapas históricas posteriores, 
debemos hacer breve mención dé algunas críticas acerbas 
que dos pensadores sociólogos contemporáneos de We­
ber lanzaron a la incipiente discusión de la burocracia 
administrativa en Europa. Uno dé ellos, Alfred Weber, 
condenó vehementemente la burocracia como el enemigo 
jurado de la libertad individual y de toda iniciativa 
audaz, en una teoría de política interna. Las caracterís­
ticas de la burocracia aún en su forma ideal, son una 
cacería de puestos, una manía por el ascenso, obsequiosi­
dad hacia aquéllos de quienes dependen los ascensos, 
arrogancia hacia los inferiores y servilismo hacia los 
superiores —en total, una pobreza moral unida al espí­
ritu corrupto del pequeño burgués y filisteo.8

2. Por su parte, Robert Michels denunció, en forma 
sistemática, ciertas funciones y finalidades de la buro­
cracia administrativa, viendo en ellas no una racionali­
dad ideal para la legitimidad y control social de la 
administración, sino rasgos hipertróficos o, en un sentido 
moderno, disfunciones intrínsecas. La necesidad de una 
burocracia inmensa y complicada para la organización 
del Estado obedece, en la Concepción de Michels, a 
una visión particular de las características y funciones 
del Estado y orden social en aquella etapa histórica. El 
Estado resultó un instrumento de las clases políticas 
dominantes para asegurar su dominio frente al descon-

6 W eber, op. cit., p . 18.
7 W eber, idem, p . 18.
8 W eber, A lfred , c ita d o  p or R ob ert M ich e ls , Los partidos 

políticos, v o l. i, pp. 2 1 6 -2 1 7 .
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tentó de las masas marginadas que sufrían un orden 
social defectuoso é irracional. Así vemos que para Mi­
chels, la burocracia constituye un apoyo decisivo para 
el Estado de clases, que está marcado por una escisión 
jerárquica entre los principales estratos sociales y que 
de tal suerte no sólo asume el aspecto de un instru­
mento de lucha en el sentido marxista, sino al mismo 
tiempo convierte la burocracia en un Estado dentro del 
Estado, en cuanto siguen subsistiendo instituciones de­
mocráticas y una idea del Estado y orden social unitario.

En resumen, Michels considera la burocracia como 
un elemento de organización negativo, cuya racionali­
dad se basa en el fomento hipertrófico y dinámico de un 
orden social irracional por no-igualitario y no-demo­
crático.9

Además, merece una breve consideración preliminar 
la opinión de Michels de que la burocracia se presenta 
como un sistema de centralización y como una organi­
zación o unidad administrativa, apropiada para la con­
ducción rápida y eficiente de ciertos asuntos públicos, 
los cuales no pueden ser realizados de manera satisfac­
toria en un sistema federal.

Tendremos que volver a este punto- crítico de una 
diferenciación entre un sistema federal y una burocracia 
administrativa, en relación con una administración cen­
tralizada, cuando lleguemos a concretizar la problemáti­
ca de este ensayo en un contexto marcado- por el Estado 
Federal Mexicano contemporáneo. Lo que Michels se 
abstiene de profundizar nos obligará a sujetarlo a una 
investigación más específica, ya que se nos hace imposi­
ble pasar por alto la tentativa de establecer una relación 
significativa (para el fenómeno problemático de la bu­
rocracia) entre un sistema político y un sistema adminis­
trativo.

3. Ahora bien, la investigación científica del fenó­
meno burocrático tomó un giro radical apartándose 
decididamente de la posición racionalista-idealista y le- 
gitimista. La sociología de la organización, tal como fue 
desarrollada principalmente por T. Parsons, resultó la 
base para un enfoque nuevo en la investigación de la bu­
rocracia. Parsons fundó su teoría general del sistema 
social sobre la consideración de que toda actuación 
humana depende de la formación de sistemas de inter­
acción y que es preciso para el establecimiento y con­
servación de tales sistemas, resolver continuamente una 
serie de problemas básicos. La estructura de cualquier 
sistema se considera como un mantenimiento, perma­

9 Michels, Robert, op. cit., p. 217.

nentemente problemático, del orden. Acciones y com­
plejos institucionalizados de acciones tienen una función 
para la solución de dichos problemas, razón por la cual 
la teoría general del sistema de Parsons se califica como 
funcional-estructural.10

Sistemas de acción, por ejemplo un sistema burocrá­
tico de administración, se definen por la diferencia entre 
lo interior y lo exterior de modo que las relaciones del 
sistema con el ambiente exterior, concebidos como proce­
sos dinámicos de intercambio, adquieren una importancia 
clave en la teoría de Parsons.

De esta teoría de sistema, nos interesan de manera 
especial en el contexto del presente ensayo, los conceptos 
de la definición de sistemas de acción; de la estructura 
normativa del sistema y finalmente, el problema de .la 
racionalidad, ya que estos elementos nos ayudarán más 
adelante para comprender e interpretar un determinado 
sector de la realidad empírica, a saber, la burocracia 
mexicana. En la teoría sociológica de sistema de Par­
sons, se definen los sistemas de acción por la diferencia 
entre el campo interior y el exterior, y de allí la im­
portancia que adquieren las relaciones entre el sistema 
y el ambiente en su función de procesos de intercambio. 
De otra parte, la estructura del sistema se concibe de 
manera normativa, puesto que Parsons no la basa en ac­
ciones, sino en expectativas de acciones.

La racionalidad del sistema se presenta como la 
diferenciación funcional específica del mismo, lo cual 
quiere decir que un determinado sistema de acción, se 
puede considerar racional en la medida en que logre 
centrar su estructura, así como la formación de sub-sis- 
temas, en sus problemas específicos.

4. Esta teoría del sistema estructural funcional fue 
adoptada por Robert K. Merton en sus investigaciones 
relativas a la burocracia, y desde entonces, su instrumen­
tal ha estimulado y condicionado toda una serie de 
importantes monografías sobre la burocracia y la admi­
nistración en general, obras que marcan el estado actual 
de las investigaciones en dichos campos.

El nuevo enfoqué sistemático consistía en la idea de 
que las acciones que se realizan dentro de un sistema, 
ofrecen varios aspectos ambivalentes al investigador; 
pueden ser funcionales o disfuncionales, pueden tener 
consecuencias ventajosas o desventajosas para con el 
sistema y por lo tanto, todo orden o sistema se enfrenta

10 Parsons, Talcott. “Die Jungsten Entwicklungen in der 
strukturell funktionalen Theorie” en Kolner Zeitschrift fur 
Soziologie und Sozialpsychologie, núm. 16 (1964), pp. 30-49.
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con la necesidad de solucionar problemas resultantes de 
la organización formal de las acciones. Así, toda orga­
nización necesita crear consistentemente un equilibrio 
entre demandas o exigencias heterogéneas ofreciendo 
soluciones a las dificultades de conducta primarias y a 
las que dichas soluciones a su vez van generando.

Para Merton,11 el hombre concreto dentro de la or­
ganización era todavía el origen de las disfunciones ob­
servables en un sistema de acciones, criterio que compar­
tió con la escuela de human relations, la cual se propuso 
principalmente solucionar el problema de la integración 

' del hombre en una organización de trabajo (produc­
ción) y estimularlo hacía un rendimiento máximo. En 
efecto, es evidente, una ligazón lógica entre la manera 
de razonar empleada por la psicología topológica de 
Kurt Lewin y por la teoría interaccionista, ambas co­
rrientes agrupables en la escuela de human relations, de 
una parte, y los fundamentos de la teoría de ¡as disfun­
ciones, de otra parte.

Sin embargo, según un desarrollo ulterior de la teoría 
moderna,11 12 el hombre concreto ha dejado de ser la fuen­
te de las disfunciones, ya que son ahora las tensiones y 
contradicciones estructurales del mismo sistema social 
las que constituyen las disfunciones. El miembro de una 
organización ya no se concibe como un actor emocional 
y socialmente dirigido, sino como un estratega que reac­
ciona más o menos racionalmente frente a las condiciones 
estructurales de un sistema de organización.

De todas maneras, a partir de la formulación de la 
teoría de las disfunciones por Merton, la crítica al tipo 
ideal de la burocracia administrativa postulado por 
Max Weber se afianzó de modo progresivo desde varias 
posiciones, sin que tal crítica abarcara la finalidad de 
dicho modelo burocrático. Se puso en tela de juicio la 
idealización de la burocracia desde el punto de vista 
de la eficacia organizativa, de la robotización del miem­
bro de la burocracia, y de su resistencia natural contra 
la esquematización de sus actividades.13 Sin embargo, en 
cuanto la crítica sostiene que aun el tipo ideal weberiano 
de la organización burocrática carece de una eficiencia 
perfecta, nos parece que el concepto de la eficiencia no 
se presta sino de manera muy relativamente válida para 
demostrar la falsedad de la idealización weberiana, por 
la siguiente razón: Weber no se preocupaba en verdad

11 Merton, Robert K., Social Theory and Social Structure. 
Glencoe, 111., 1957.

12 Sjoberg, Gideon, “Contradictory Functional Require­
ments and Social Sistems” en The Journal of Conflict Resolu­
tions, 4 (1960), pp. 198-208.

13 Crozier, Michel, El fenómeno burocrático, vol. n, p. 58.

por la eficiencia administrativa de la burocracia en el 
sentido de una realización perfecta de los asuntos públi­
cos a ella encargados, sino, de un modo mucho más 
específico, por el ejercicio impecable de la autoridad 
legítima. E n . consecuencia, vemos que una posible falta 
de la eficiencia no señala necesariamente una falta en la 
legitimidad del ejercicio de la autoridad, o dicho de otro 
modo: una administración burocrática no muy eficiente 
en algunos aspectos, no obstante puede ser perfecta­
mente legítima, mientras que al contrario, la adminis­
tración burocrática más eficiente no eo ipso será tam­
bién un paradigma del ejercicio legitimo de la autoridad 
administrativa.

Vemos aquí que las mencionadas criticas, por partir 
dé supuestos diferentes y sobre todo por descuidar la 
finalidad legitimista-pclítica de la posición de Max We­
ber, en verdad no pueden pretender haber invalidado 
la idealización weberiana de la burocracia, mientras no 
sé extiendan al problema de la legitimidad del ejercicio 
del poder político que puede considerarse como punto de 
referencia para dicha idealización.

Será preciso profundizar más adelante en esta rela­
ción entre la burocracia así estructurada y su calidad 
de instrumento subordinado al poder político, ya que 
esto nos llevará directamente al problema central del 
presente ensayo. Podemos hacer hincapié desde ahora 
en que, con arreglo a la teoría del sistema social de 
Parsons, la burocracia se nos presentará como un siste­
ma más o menos autónomo analíticamente, precisa­
mente cuando ponemos énfasis en su estructura y fun­
ción, mientras que aparecerá como un subsistema al 
examinar sus relaciones con el poder político, es decir, 
al atender a su relación con eí sistema político supe­
rior.

5. Por otra parte, no consideramos ventajoso para 
los objetivos del presenté trabajo, referimos a las posi­
bilidades de clasificar o establecer tipologías de organi­
zaciones, por ejemplo, según el criterio del usuario 
legítimo de una organización14 u otros puntos de compa­
ración, puesto que en efecto no se siente la necesidad 
desde un punto de vista metodológico de ampliar así el 
estrecho marco organizativo que aquí nos interesa. Pode­
mos mencionar, sin embargo, que una comparación fun­
cional de sistemas e instituciones políticos y/o adminis­
trativos pu/ede llegar a descubrir las condiciones y

14 Compárese Blau, P. M. y W. R. Scott, Formal Organiza­
tions, London, 1963.
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límites de una equivalencia de soluciones diferentes de 
problemas.

Volviendo brevemente a las investigaciones hechas 
por Merton, es de mencionarse que su objetivo princi­
pal era demostrar que el “tipo ideal” de burocracia lleva 
en sí una ineficacia considerable que en buena parte se 
debe a cierta actitud ritualista15 * (por el desplazamiento 
de los objetivos del trabajo), o la conversión de valores 
instrumentales en valores finales por parte del funciona­
rio y la resultante rigidez que, creando un espíritu de 
casta y abriendo una brecha entre el burócrata y el pú­
blico, hace difícil las respuestas adecuadas a las exigen­
cias particulares de las tareas del funcionario.

Selznick,10 en sus investigaciones acerca de una teo­
ría de la burocracia, se preocupa por hacer ver que aun 
al nivel de una capacitación y especialización determi­
nadas, pueden observarse disfunciones y examina el pro­
blema de neutralizar la presión burocrática intrínseca 
mediante un aumento de especialización. Para Gould­
ner,17 18 19 las disfunciones que ocurren en una burocracia 
se originan en los problemas de control y supervisión, asi 
como en el problema de la sucesión, pero el concepto 
de burocratización las convierte en funciones latentes, 
porque según Gouldner la burocracia se desarrolla en 
la medida no ya de su eficacia sino de su capacidad 
para reducir tensiones que ocurren dentro del sistema.

El análisis funcional-estructural de la burocracia ha 
venido así poniendo acentos sobre una gama de ele­
mentos o rasgos estructurales y/o  funcionales, desde la 
capacitación, eficacia y racionalidad, hasta la ignorancia, 
intimidación y opresión, sin llevar a iluminar la relación 
entre el postulado de una racionalización de la conducta 
frente a los problemas a resolver, y la investigación 
empírica (en términos de causalidad) de la conducta 
humana, dilema que parece tener su origen en la falta 
de dominio de una sola validez en tal análisis: la nor­
mativa, o la empírica.ls

Simon’9 define como primer objetivo de la teoría 
administrativa el desarrollar un conjunto de conceptos

15 Merton, Robert K., “Bureaucratic Structure and Per­
sonality” en Reader in Bureaucracy, Glencoe, 111., p. 365.

18 Selznick, Philip, “An Approach to a Theory of Burea­
ucracy” en American Sociological Review, 18 (1943), pp. 47- 
54; TVA and the Grass Routh, Berkeley: University of Cali­
fornia Press, 1949, pp. 253-259.

87 Gouldner, Alvin “Metaphysical Pathos and the Teory 
of Bureaucracy” en Amitai Etzioni, Complex Organizations, 
Nueva York: Holt, Rinehart, 1962, pp. 240-245.

18 Compárese Luhmann, Niklas, Theorie der Verwaltungs- 
wissenschaft-Bestaudsaufhahme und Entwurf, Berlin, 1966, 
p. 33.

19 Simon, Herbert A., “Some Further Requirements of
Bureaucratic Theory” en Reader in Bureaucracy, pp. 52-53.

operacionales que permitirán la descripción de situacio­
nes administrativas, en términos relevantes para la teo­
ría, restando así importancia a la distribución de fun­
ciones y a la estructura formal de la autoridad; en 
sintesis, a las teorías funcionales y estructurales. Tampo­
co señala una salida del mencionado problema de va­
lidez. Además, dudamos que la descripción “científica” 
de la administración como organización, tan minuciosa 
como sea, pueda constituirse en el centro de la teoría 
de la administración pública.

Ahora bien, todavía dentro de la teoría de las dis­
funciones, es decir, partiendo de un modelo estructural- 
funcional, observamos un nuevo enfoque que Selznick 
introduce a la investigación y que estriba en el problema 
de la participación y el poder. Este enfoque, pc-r apuntar 
hacia fenómenos o factores esencialmente políticos, nos 
parece susceptible de una ampliación y cierta inversión 
sistemática de tal manera que posiblemente permitirá 
acercarnos a la meta principal de este ensayo: relacio­
nar en un modo específico la burocracia con el sistema 
político.

Antes, es necesario tomar todavía en consideración 
algunos de los enfoques más importantes en esta materia 
de la burocracia administrativa.

La definición de Crozier,20 según la cual un régimen 
de organización burocrática es un sistema cuyo equili­
brio descansa en la existencia de una serie de círculos 
viciosos relativamente estables, que se desarrollan a par­
tir del clima de impersonalidad y centralización, encuen­
tra cierto apoyo en la teoría de las disfuncicnes y las 
funciones latentes desarrolladas por Merton y Gouldner, 
respectivamente. Por lo' demás, el “circuito de errores 
—-informaciones— correcciones” que según Crozier fun­
ciona mal en una organización burocrática, es en verdad 
una concepción de tipo cibernético que este autor ofrece 
como característica esencial de las organizaciones bu­
rocráticas, sin que llegara a plasmarla en una teoría 
del sistema burocrático con arreglo a los demás elemen­
tos que examina. Así, el problema de la racionalización 
es básico en la sociología de la organización de Cro­
zier, no obstante el hecho de qué en su obra principal 
el autor evidentemente se limita a la investigación de la 
racionalidad de estrategias de los miembros de organi­
zaciones burocráticas, perdiendo así de vista el problema 
de la racionalidad sistemática.21 Observamos pues una 
falta de enfoque sistemático en Crozier, así como tam­
bién indecisión entre un enfoque normativo-prescriptivo

20 Crozier, Michel, op. cit., p. 79.
21 Compárese Luhmann, op. cit., p. 33.
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y la interpretación netamente empírica de la conducta 
del burócrata.

6. Las observaciones que se han hecho con anterio­
ridad en relación con teorías de sistema demandan una 
complementación porque creemos que la sistematización 
teórica y cognoscitiva de los fenómenos que en su con­
junto pueden ser llamados “burocracia”, es de tomarse 
en cuenta en cualquier fase de una investigación empí­
rica que implique la explicación de hechos y procesos 
dados en la experiencia, siendo obvio que la sistematiza­
ción teórica, por una parte, y la observación empírica, 
por la otra, deben mantenerse en una relación de cons­
tante referencia explicativa recíproca.

De hecho, y no obstante una serie de diferentes teo­
rías burocráticas, no se ha formado una teoría autónoma 
del sistema burocrático propiamente dicho, a menos que 
identifiquemos la burocracia con la administración gu­
bernamental en general. Pero, hay razones que se derivan 
precisamente de algunos rasgos organizativos y conduc­
es tas, que justifican una diferenciación significativa en­
tre “burocracia” y “administración”. Podemos considerar 
la burocracia como una detenninada modalidad de la 
administración y como tal participará en cualquiera 
de las teorías del sistema administrativo.

Gomo hemos señalado anteriormente, la idea de una 
teoría estructural-funcional de sistema fue introducida 
en la investigación de la burocracia primero por R. W. 
Merton. Hay, sin embargo, otros enfoques sistemáticos 
que nos parecen relevantes para la investigación del 
fenómeno burocrático y que por lo tanto merecen un 
breve análisis.

La teoría de la organización22 enfatiza el elemento 
organizativo de todo sistema al considerar que la orga­
nización es la base para el procesamiento de datos por 
un sistema y así determina el grado de complejidad 
que un sistema puede alcanzar. Consecuentemente', la 
organización se concibe teóricamente como premisa de 
las decisiones e inversamente, la racionalidad de las deci­
siones se convierte en la racionalidad de la misma 
organización. La racionalidad del decidir queda como 
el criterio de la racionalidad de la misma organización 
cuya estructura y procesos se racionalizan ya no sepa­
radamente, sino recíprocamente entre sí. Las decisiones, 
por otra parte, no pueden en general, dar resultados co­
rrectos sino solamente aceptables, y una teoría de la

22 Véase Luhmann, op. cit., pp. 50-51 con mayores refe­
rencias bibliográficas.

organización del proceso de decisión se funda así en 
la negación del postulado de decisiones óptimas.

7. La racionalidad del sistema, vista desde un enfo­
que organizativo, cobra un aspecto distinto en la teoría 
de Chester I. Barnard23 que más tarde fue elaborada 
más en detalle y más formalmente por Herbert A. 
Simon.24 El acto constitutivo en la creación de un sistema 
es un acuerdo sobre el cambio de aportaciones por 
ventajas del miembro de la organización. Tanto el 
miembro como el no miembro que contribuyen a la or­
ganización se consideran participantes de uná coalición 
que actúan racionalmente.

Una asimilación entre el concepto de organización 
y el de máquina basada en la planeación de una coo­
peración entre el hombre y los autómatas intenta la 
teoría cibernética de sistemas de comunicación que fue 
desarrollada principalmente por Ashby.25 Las máquinas 
y el organismo ya no se consideran modelos opuestos de 
sistemas, de modo que la teoría de la organización ya 
no tiene que escoger entre los dos factores, o sea, la 
mecánica y la vida.

La teoría de los servo mecanismos no debe confun­
dirse con la teoría cibernética. La primera se basa en el 
proceso de retroalimentación y rinde un modelo estructu­
ral de organización. La función que no está ya indicada 
por su aspecto estructural, habrá de buscarse en la re­
ducción de la complejidad e inestabilidad del ambiente 
mediante una simplificación y determinación de cons­
tantes, a fin de que el sistema pueda reaccionar satisfac­
toriamente a los sucesos del ambiente. Este aspecto 
organizativo fue desarrollado por la teoría cibernética 
y va más allá de un conocimiento pragmático acerca de 
la utilización de máquinas automáticas en la adminis­
tración.

8. El modelo de insumo-producto que originalmente 
se concibió como un modelo macroeconómico de distri­
bución,26 en la actualidad se usa como un modelo de 
racionalización para organizaciones en general en varias 
disciplinas que colindan con la ciencia de la administra­
ción, así como en esta última. Encontramos dicho

23 Barnard, Chester I., The Functions of the Executive, 
Cambridge, Mass., 1938.

24 Simon, Herbert A., Das Verwaltungshandeln — eine 
Untersuchung, ueber, Entscheidungsvorgaenge•—  in Behoerden 
und privaten Unternehmen, trad, alemán, Stuttgart, 1955, pp. 
71 y ss.

25 Ashby, W. Ross, Design for a brain, 2s edición, London, 
1954.

26 Ver W. W. Leontief (editor), The Structure of Amer­
ican Economy 1919-1939, 2* edición, New York, 1951.
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modelo en el análisis de sistema, en la sociología de 
la organización, en la teoria general sociológica, en la 
ciencia política y finalmente en la teoría de la adminis­
tración pública. En la ciencia política, el modelo insu­
mo-producto, con la incorporación de categorías sistemá­
ticas tales como la retroalimentación, los ambientes 
infrasocietario y extrasocietario, la tensión sobre el sis­
tema y su regulación y conversión, las interacciones polí­
ticas, demandas y apoyos al sistema, ha encontrado una 
elocuente elaboración en la obra de D. Easton.27 El mo­
delo presupone la existencia de disyuntivas en los 
dos límites del sistema de modo que este último dispone 
de cierta libertad de decisión. Por el lado del insumo, las 
encontradas del sistema determinan las disyuntivas en 
los productos y los objetivos posibles del sistema; inver­
samente, los productos del sistema recibidos por el am­
biente de éste señalan las posibilidades del insumo que 
el sistema puede acoger.

Así, en la administración pública la anticipación de 
una decisión posible puede guiar la colección de infor­
maciones y apoyos relevantes dentro del ambiente, mien­
tras que un pronóstico acerca de los factores y fuentes 
de' apoyo define los límites de la decisión, mismos que se 
van reduciendo durante la preparación de la decisión.

Sin embargo, la confrontación de las posibilidades 
del insumo y del producto del sistema de administra­
ción a menudo no permite' la formulación de una de- 
sición única correcta é inmejorable, si bien un campo 
para decisiones consistentes con el mantenimiento del 
sistema, dentro del cual se puede seleccionar una deci­
sión favorable sin correr un riesgo serio.

En la teoría de la administración pública, el modelo 
insumo-producto ha sido adoptado' como base de una 
teoría del sistema administrativo?8 cuya parte central, o 
sea, la toma de decisiones, señala una afinidad estrecha 
con el sistema político. Así, también el sistema adminis­
trativo permite ser construido con arreglo a la trilogía 
insumo (entradas) —proceso de conversión— produc­
tos: entradas externas como demandas, apoyo, oposición 
y recursos, junto con entradas internas como estructu­
ras y procedimientos, predisposiciones y experiencias 
administrativas se convierten en productos tales como 
bienes y servicios a través de un proceso de decisiones 
las cuales se refieren generalmente a problemas de pla- 
neación, organización, integración, dirección y control. 
Como una categoría sistemática que por una parte cum-

27 Easton, David, Esquema para el análisis político, Amo- 
rrortu, Buenos Aires, 1969, pp. 76 y ss.

28 Ira Sharkansky, Public Administration, Markham, 1970.

pie una función cibernética, y por otra parte contribuye 
a la diferenciación entre el sistema y su ambiente, el 
principio de la retroalimentación del sistema adminis­
trativo sería determinante de la eficacia y continuidad 
del sistema.

En cuanto al problema de la organización que aca­
bamos de mencionar, tendremos que concretarlo más 
adelante en un contexto en el que se discutirá la centra­
lización y la descentralización en sus efectos sobre la 
burocratización de la administración gubernamental. 
Aquí, es de anotarse todavía que el mecanismo organi­
zativo central que permite una estabilización funcional 
mediante la posible sustitución de todas las contribucio­
nes individuales, es la institucionalización de un conjunto 
de puestos o plazas. Administraciones, como las demás 
organizaciones, se basan esencialmente en dichos pues­
tos. El concepto de “puesto” o “plaza” puede consi­
derarse como la categoría estructural de la teoría fun­
cional de la organización, y como tal forma la base 
efectiva para cualquier posibilidad de una diferenciación 
estructural, por ejemplo, según la antes mencionada re­
lación insumo-producto o los contactos de la organización 
con diferentes ambientes.29

III

1. Habiendo bosquejado en forma general, en las 
páginas precedentes, los aspectos estructural, funcional 
y sistemático de la burocracia gubernamental, mismos 
que se presentan en modos diversos y con regularidad 
dentro de grandes conjuntos organizados de trabajo bu­
rocrático, nos encontramos en condiciones de plantear 
el problema de la dualidad burocracia-poder politico, 
partiendo de la realidad empírica imperante en el Estado 
de la República Mexicana.

El Estado mexicano dispone, como prácticamente 
todos los Estados modernos, de una administración bu­
rocrática. Si bien no han faltado esfuerzos tendientes a 
eliminar o por lo menos transformar sustancialmente 
el carácter burocrático tradicional de la administración 
pública, por ejemplo mediante la organización científica 
de la burocracia,30 ha quedado manifiesta la persisten­
cia del sistema burocrático en la administración pública 
de México, tal y como sucede en otros Estados, razón

29 Véase la exposición de esta idea en Luhmann, op. cit.,
p . 111.

30 Mendieta y Núñez, Las clases sociales, México, 1947, 
p . 338 .
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per la cual podemos suponer que no han podido des­
arrollarse alternativas auténticas de organización que 
sustituyeran dicho sistema burocrático, superando su 
capacidad para solucionar31 problemas del orden público 
de cierta complejidad.

La burocracia de México ha sido caracterizada como 
administrando con rutina tenaz, duplicidad y no unifor­
midad de procedimientos, tendiente a la formación de 
pequeños imperios personales,32 33 o como mostrando per­
juicios, falta de entusiasmo, la inmoralidad, la indiscipli­
na, la incapacidad, la convicción de su propia infalibili­
dad y, en términos más generales, un estado patológico 
fundado sobre una serie de causas sociológicas.83

Sin embargo, en el contexto de este trabajo no nos 
pueden interesar más en detalle estas descripciones o 
calificaciones, ni los estudios morfológicos estructurales 
que con referencia a la burocracia mexicana han sido 
desarrollados, ya que no se relacionan en forma signifi­
cativa con el problema de este trabajo, a saber, el vínculo 
especial que la burocracia mexicana tiene con el poder 
político, dentro del gobierno o poder ejecutivo que am­
bos integran. Así, en lo siguiente trataremos de definir 
y verificar tres hipótesis entre sí relacionadas que pa­
recen variar las funciones de ambos sin que ninguna de 
estas variaciones pueda reclamar una racionalidad defi­
nitiva para sí; dichas hipótesis son: a) la politización 
de la burocracia, ó) la burocratización de la política y,
c) quizás, una especie de despolitización o neutralidad 
política de la burocracia en su nuevo carácter de tec­
nocracia naciente.

2. Si podemos caracterizar la política, partiendo de 
un concepto funcional, en su esencia como los procesos 
de comunicación que, realizándose en un área inme­
diatamente anterior (o superior) a la de la burocracia 
gubernamental, tienen como finalidad constituir un po­
der gubernamental legítimo, articular y generalizar 
intereses, establecer un consenso para determinados pro­
gramas y/o personas, y formar las bases para la actua­
ción gubernamental que sean lo suficientemente firmes,34 
entonces puede ser una cuestión de la diferenciación del 
orden socio-político, si y en qué medida la burocracia 
gubernamental obtiene una participación activa en tal

31 “Por resolución de problemas” entendemos la disminu­
ción de problemas y un proceso de redefinición de ellos, más 
bien que la eliminación de los problemas (así Luhmann, op. 
cit., p. 93).

32 Así Tucker, citado por Needleman & Needleman, er¡ 
“Who Rules Mexico”, The Journal of Politics, núm. 4, 1964.

33 Mendieta y Núñez, op. cit., pp. 293 y ss.
34 Luhmann, op. cit., pp. 74 y ss.

política. El problema de tal participación se puede ejem­
plificar paradigmáticamente en la forma como entra el 
aparato burocrático en la competencia por puestos po­
líticos en el gobierno y el parlamento, así como en la 
defensa o cambio de tales puestos y su relevancia política.

Ahora bien, es obvio que aquí como en otros países 
cuyo desarrollo socio-político ha quedado atrás,35 el 
orden social no representa la capacidad suficiente para 
que se produzca una respuesta adecuada y continua a las 
demandas y exigencias de la política y el orden político 
en general que considerado por sí solo ofrece el aspecto 
de una diferenciación amplia en cuanto a su estructura 
formal. Es quizá correcto hablar de una incongruencia 
entre esta estructura política y el orden social: el prime­
ro estando prácticamente ajustado a las demandas de un 
Estado moderno, con su eriorme multitud de tareas públi­
cas a planear y resolver, así como con una cantidad de 
organizaciones de instituciones gubernamentales y des­
centralizadas correspondientes a dichas tareas, y el segun­
do estando detenido sobre la base de una sociedad tra­
dicional y poco evolucionada todavia.

Resulta de tal incongruencia la necesidad innegable 
para el Estado de disponer de un aparato burocrático 
que le brinde toda clase de apoyo político, a fin de que 
la política gubernamental pueda cumplir eficazmente sus 
funciones ya antes mencionadas, superando la relativa 
inercia del existente orden social.3*

En términos generales, se puede afirmar que el poder 
político del gobierno tiende a crecer, con el apoyo de la 
burocracia, en la misma proporción en que se manifieste 
la inercia del orden social en su estado de deficiente 
diferenciación. Al nivel de la teoría, se demuestra una 
determinada relación de influencias mutuas entre el 
subsistema político-administrativo y el “supra” sistema

35 Nuestra afirmación relativa al retraso socio-político del 
pais no se ejemplificará ni analizará en el contexto de este 
trabajo, ya que esto no parece necesario; se puede apoyar en 
los análisis de varios autores, como P. González Casanova, 
quien en forma tan elocuente caracteriza los múltiples aspectos 
del “marginalismo”, “colonialismo interno”, y de la “desorga­
nización y calma del 50 al 70% de la población” {La Demo­
cracia en México, Ediciones Era, S. A., 2* Edición, México, 
1967, pp. 72 y ss., 113, 124, 125), fenómenos que señalan 
una falta sensible de diferenciación y organización socio-politi- 
cas sobre un denominador común de una gran parte de la 
sociedad, manteniéndose tal estado por la fuerza de múltiples 
factores entre los cuales podemos mencionar el dominio de la 
Iglesia católica, la situación económica y el bajo nivel educativo 
de las masas.

39 La inercia del orden social es producto de los mismos 
factores señalados arriba que son responsables del retraso socio- 
político en general, ya que la característica común de dichos 
factores es la fuerza que oponen a su propia modificación o 
desaparición.
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social, o de manera más específica, la forma en que el 
sistema político-administrativo depende del orden social 
como de su ambiente. Sin embargo, antes de seguir con 
el análisis de lo que técnicamente calificamos como po­
litización de la burocracia, es oportuno trazar una línea 
divisoria entre la política y la burocracia gubernamenta­
les, ya que la separación de las dos entre sí es el presu­
puesto de toda discusión sobre posibles .interrelaciones 
entre ellas, tales como por ejemplo, las que representan 
la politización de la burocracia y la burocratización de la 
política.

Relativamente temprano y con una claridad notable, 
se formuló la diferencia entre órganos con atribuciones 
políticas y órganos meramente administrativos. El dic­
tamen presentado por la Segunda Comisión de Consti­
tución en el Congreso Constituyente de 19 1 737 señaló 
el carácter ambivalente de los secretarios de Estado en 
los siguientes términos que merecen ser transcritos aquí:

Para el desempeño de las labores del Ejecutivo 
—decía la Comisión— necesita éste de diversos 
órganos que se entiendan cada uno con los diversos 
ramos de la Administración. Estos órganos del 
Poder Ejecutivo son de dos clases, según la doble 
función de dicho Poder, el cual ejerce atribuciones 
meramente políticas, como cuando convoca al Con­
greso a sesiones, promulga una ley, etc.; o mera­
mente administrativas, referentes a un servicio pú­
blico que nada tiene que ver con la política, tales 
como los ramos de correos, telégrafos, salubridad, 
la educación popular, que por régimen federal 
depende sólo del Ejecutivo de la Unión, en lo rela­
tivo al Distrito Federal y Territorios. De este doble 
punto de vista resultan dos grupos de órganos del 
Ejecutivo, y son unos aquellos que ejercen atribu­
ciones meramente políticas o, cuando menos, a la 
vez políticas y administrativas; son los otros los que 
administran algún servicio público que en su fun­
cionamiento nada tiene que ver con la política y, 
más todavía, es muy pernicioso que la política se 
mezcle en estos servicios, porque los desvía de 
su objetivo natural, que es la prestación al pú­
blico de un buen servicio en el ramo que se les 
encomienda, y nada más; cuando la política se 
mezcla en estos asuntos, desde el alto personal 
de los servicios públicos, que no se escoge ya 
según la competencia sino según sus relaciones po­
líticas, hasta el funcionamiento mismo del sistema 
administrativo, ofrece grandes dificultades. Por 
esto ha parecido a la Comisión conveniente, que 
los órganos del Ejecutivo se constituyan según un 
sistema que hasta la fecha no ha sido ensayado 
en M éxico;.. .  Al grupo de órganos políticos o po­

37 Diario de los Debates, tomo n, p. 345.

lítico-administrativos pertenecen las secretarías de 
Estado. Al segundo grupo de órganos del Ejecutivo, 
o sea a los meramente administrativos, corresponde 
la creación de una nueva clase de entidades que se 
llamarán “departamentos administrativos” , cuyas 
funciones en ningún caso estarán ligadas con la 
política, sino que se dedicarán única y exclusiva­
mente al mejoramiento de cada uno de los servicios 
públicos, dependerán directamente del Jefe del 
Ejecutivo, no refrendarán los reglamentos y acuer­
dos relativos a su ramo, no tienen obligación ni 
facultad de concurrir a las Cámaras a informar 
ni se les exigen constitucionalmente cualidades 
determinadas para poder ser nombrados; el Presi­
dente, que tiene la facultad de nombrarlos, queda 
con el derecho de calificar sus aptitudes, que deben 
ser principalmente de carácter profesional y tó­
nico.

En la actualidad es indiscutible, en el caso de los 
secretarios de Estado, que'sólo de manera analítica pode­
mos separar sus labores políticas de las administrativas 
pues en la práctica están siendo desempeñadas a menudo 
por un solo funcionario. Esto, sin embargo, no nos 
impide preguntar por el sentido e implicaciones que pue­
da tener una separación, no sólo analítica sino también 
práctica, entre la política y la administración, o dicho 
en otras palabras, entre el proceso de la consignación de 
legitimidad para las decisiones del gobierno por la polí­
tica y la utilización de tal legitimidad por la administra­
ción pública.

Tal sentido podría estribar en que la burocracia o 
administración gubernamental queda investida de la fun­
ción de obstaculizar, en el marco de la sociedad entera, 
la invasión de otros campos de la sociedad como el 
cultural o el económico por parte del sistema político- 
administrativo,38 así como incrementar al mismo tiempo 
la capacidad de la propia burocracia para el manejo de 
problemas en una escala que queda determinada por 
un orden social en vías de diferenciación. Por consi­
guiente, la burocracia gubernamental podría ser un 
aparato para el tratamiento de información39 y su con­
versión en decisiones según criterios objetivos y univer­
salmente aplicables, en la medida en que no asume el 
carácter de un instrumento de la política gubernamental 
cuyas funciones generales hemos ya especificado, y dis­
tinguido de las funciones del aparato burocrático.

La anterior distinción entre la política y la adminis­
tración gubernamental se justifica bajo la premisa de 
que la administración tiene por objeto principal la apli-

38 Luhmann, op. cit., p. 78.
39 Compárese Luhmann, op. cit., p. 69.
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cación y la ejecución de las leyes de un Estado. Por 
consiguiente, no es consistente con la tesis según la cual 
la administración tiene un rol puramente instrumental 
que naturalmente le quitará un mínimo de autonomía 
frente a las decisiones políticas.40 Obviamente, el tener 
a los funcionarios administrativos en un grado elevado 
responsables respecto a los políticos y las instituciones 
políticas, significaría precisamente una especie de politi­
zación de dichos funcionarios que sería adversa a una 
separación deseable entre la política y la administración. 
Resulta pues, inoperante la teoría del rol instrumental 
de la burocracia si se proyecta sobre el postulado de un 
sistema político desarrollado que requeriría una determi­
nada separación a fondo entre órganos políticos y admi­
nistrativos,41 42 y toda vez que se establece la responsabili­
dad de los últimos frente a los primeros, desconociendo 
la responsabilidad propia de la administración donde 
sólo tiene un punto de referencia, a saber, las leyes, y 
no las directivas políticas.43

La implicación del “rol instrumental” de la adminis­
tración que acabamos de señalar fue reconocida por F. 
Morstein Marx43 quien para contrarrestarla, demanda 
un autoconstreñimiento del poder político en el ejercicio 
del control sobre la administración y fin de prevenir la 
posibilidad para líderes políticos de cambiar radicalmen­
te y según intereses o exigencias momentáneas todos los 
procedimientos gubernamentales.

Al mismo tiempo —escribe el mencionado autor— 
el status mantiene a la burocracia ligada a sus 
tareas básicas y comprometida a que haga lo

40 Véase este criterio en Joseph La Palombara, “Burea­
ucracy and Political Development — Notes, Queries and Dilem­
mas” en Bureaucracy and Political Development, editado por 
Joseph La Palombara, Princeton, N. J., 1963, pp. 41, 51.

41 Compárese Fred W. Riggs, ‘‘Bureaucrats and Political 
Development” en Bureaucracy and Political Development, edi­
tado por Joseph La Palombara, Princeton, N. J., 1963, p. 122.

42 El citado criterio de Joseph La Palombara parece apli­
cable al sistema del Servicio Civil de EUA y en forma aproxi­
mada también a los administradores de México, mientras que 
en algunos países europeos, sobre todo en la República Fede­
ral de Alemania, después de múltiples experiencias con regíme­
nes autocráticos, se tiende a adjudicar a la administración gu­
bernamental un status en cierto sentido autónomo relativo a 
los órganos políticos y, por otra parte, bajo la autoridad 
absoluta de las leyes de cuya ejecución correcta y judiciable 
está encargado el aparato administrativo. Tal discrepancia en 
el status permite ver dos relaciones de dependencia distintas 
de la administración, a saber, la administración como instru­
mento y asesores de los órganos políticos, por una parte, y 
la administración como instrumento de los cuerpos legislativos, 
en un Estado de Derecho, por la otra.

43 Fritz Morstein Marx, “The Higher Civil Service as Ac­
tion Group”, Bureaucracy and Political Development, editor 
Joseph La Palombara, Princeton, N. J., 1963, p. 70.

que le exijan aquellos que ocupan los puestos de 
control político legítimo.

A cambio, tal control no debe realizarse libre’ de 
todas las reglas, a fin de poder establecer un siste­
ma de responsabilidad pública. Tiene que haber un 
autoconstreñimiento correspondiente impuesto so­
bre el poder político. Las implicaciones del status 
administrativo deben aceptarse en el ejercicio de 
la suprema autoridad a nombre de] electorado. En 
caso contrario, los líderes políticos podrían cambiar 
radicalmente los procedimientos del gobierno con­
forme a sus intereses temporales o las urgencias 
momentáneas destruyendo así la base de un go­
bierno efectivo por un grupo que haya sido coloca­
do legalmente en los puestos de control. En resu­
men, el status da a la burocracia la voz tan nece­
saria de un consejero en la determinación de la 
política gubernamental y asimismo un campo defi­
nido para el manejo de asuntos públicos.

3. Volviendo al fenómeno de la politización de la 
burocracia, los razonamientos preliminares que hemos 
expuesto pueden complementarse con observaciones em­
píricas, precisamente cuando se intenta descubrir las 
razones específicas que conducen a una tendencia de 
politización de la burocracia gubernamental.

Hemos ya mencionado una diferenciación socio-polí­
tica deficiente como un fenómeno ambiental que tiende 
a impulsar la burocracia gubernamental hacia el mane­
jo y apoyo de causas políticas, impidiendo que asuma 
una relativa neutralidad o impermeabilidad frente a los 
procesos políticos. Es además interesante investigar si 
se produce o no una reacción similar en la burocracia, 
con motivo de la innegable concentración económica que 
se puede observar en el país. Primero, nos parece difícil 
de refutar la afirmación44 de que la burocracia guberna­
mental surge por una concentración del poder económi­
co, ya que la administración pública como sistema tiene 
que asumir nuevas funciones y ejercer un control más 
extenso en la medida en que crecen los centros del poder 
económico. Sin embargo, el efecto de la politización de 
la burocracia no se deja apreciar como consecuencia 
directa de una concentración económica.

Si tratamos de descubrir grados de politización de la 
burocracia y si ésta, desde un punto de vista sistemático, 
enfrenta como sistema principalmente tres segmentos de 
su ambiente, a saber, los propios burócratas, el público 
y el sistema político, es sobre todo este último el que 
parece dar los impulsos hacia una alteración en las fun­
ciones de la burocracia gubernamental en el sentido de

44 R. Bendix, en Reader in Bureaucracy, The Free Press, 
Glencoe, 1960, pp. 127 y ss.
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una sensibilización y activación política. Cabe preguntar 
¿qué influencia sobre la burocracia tiene la concentra­
ción del poder político? Hemos anotado anteriormente, 
que en general un bajo grado de diferenciación del 
sistema social conduce a una relativa politización de la 
burocracia gubernamental, y estamos ya en condiciones 
de investigar' la pregunta si el fortalecimiento del poder 
político-administrativo provocado, como lo hemos seña­
lado arriba, por la situación especial de un país en 
desarrollo, se encauza en una centralización del ejercicio 
del poder gubernamental que, de tal manera, arrastra el 
aparato burocrático a actividades y patrones de conducta 
políticas.

3.1 La discusión de este problema debe partir de 
una distinción entre la forma política de organización 
del Estado y la organización de uno de sus poderes 
públicos, a saber, el poder ejecutiva43 Dicho de otro 
modo, diferenciamos entre una centralización del sistema 
político y del sistema burocrático administrativo, pasando 
por alto la circunstancia de que, como ya había observa­
do Max Weber, y como Luhmann40 lo señala en su 
concepto de sistema de la administración gubernamen­
tal, los procedimientos de decisión en los parlamentos 
y las cortes también están organizados de manera buro­
crática.

Una centralización política ha venido formándose a 
pesar de la estructuración federal del Estado. La repar­
tición del poder político entre la Federación, los Estados 
federados y los municipios, en los niveles ejecutivo y 
legislativo, es en tal grado desigual (e insignificante) 
que existe una dependencia política bastante articulada 
y estrecha de los Estados federados y de los municipios 
frente al poder ejecutivo federal. Las razones de tal 
centralización política son diversas, y queremos indicar 
brevemente las principales sin perdemos en detalles que 
serían marginales en el presente trabajo.

En primer lugar, queremos mencionar la disposición 
del presupuesto nacional que canaliza un altísimo por­
centaje de los ingresos públicos a los poderes federales 
y de allí a los proyectos, servicios y trabajos federados y 
de interés federal.

En efecto, los ingresos federales, desde el principio 
del siglo hasta el año de 1964, sumaron un 75% en 
promedio aproximadamente del total de los ingresos, 
mientras que en el año de 1966, la Federación cobró 45 46

45 Ver esta distinción en Gabino Fraga, Derecho adminis­
trativo, 1948, p. 297.

46 Luhmann, op. cit., p, 74.

un 87% de todos los ingresos de la nación, incluyén­
dose en este porcentaje los ingresos de los organismos 
descentralizados y empresas propiedad del Gobierno Fe­
deral.47

En consecuencia, se practica una extensa y significa­
tiva política federal de aportaciones en forma de subsi­
dios, empréstitos y una participación de los Estados en 
los impuestos federales que la Federación, es decir, el 
gobierno federal, instituciones bancarias oficiales y otras 
instituciones oficiales otorgan al presupuesto de Jas en­
tidades federativas. Así, en el año de 1963, el total de 
las contribuciones de la Federación a los presupuestos 
de las entidades federativas, por los conceptos antes 
señalados, llegó a  un 9.90% del total de los ingresos de 
■las entidades federativas4® Sin embargo, como hemos 
hablado de un proceso de centralización progresiva, te­
nemos que hacer referencia sobre todo al desarrollo his­
tórico de dicha política federal relativa a la dependencia 
económica de las entidades federativas de la Federación. 
En 1950, las aportaciones de la Federación, a los presu­
puestos de las entidades federativas fue un 27.73% del 
total de los ingresos de dichas entidades, subiendo en 
el año de 1952 a un 33.98% y bajando más o menos 
progresivamente al 9.90% en el año de 1963. La tasa de 
las citadas aportaciones federales ha venido disminu­
yéndose considerablemente, aunque al mismo tiempo, el 
monto absoluto de tales aportaciones incrementó en 
poco menos del 400% en el lapso comprendido entre 
1950 y 1963.49 Esto significa que la relación de ingresos 
de la Federación por una parte y de las entidades 
federativas por la otra, ha venido inclinándose cada año 
más en favor de la Federación, ya que ésta no sólo 
incrementó su porcentaje de ingresos sobre el total, sino 
también disminuyó en forma considerable el porcentaje 
de sus aportaciones a los presupuestos de las entidades 
federativas, aportaciones que en principio están destina­
das a remediar la insuficiencia de las asignaciones legales 
de los impuestos y otros ingresos a favor de dichas enti­
dades. Así, el gobierno federal obviamente asume una 
responsabilidad cada año mayor para impulsar el des­
arrollo socioeconómico del país desplazando a las entida­
des federativas de importantes campos de acción guber­
namental.

47 Fuentes: James W. Wilkie, “The Mexican Revolution. 
Federal Expenditure and Social Change since 1910”. University 
of California Press. Berkeley and Los Angeles, 1967, Anuario 
Estadístico Compendiado 1966, SIC, México, 1967, p. 285.

43 Pablo González Casanova, La democracia en México, 
Ediciones Era, S. A., México, 1965, p. 195.

4® Véase nota 58.
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Por otra parte, no existe un sistema de subsidios o 
compensaciones interestatales, que podría contribuir a un 
desarrollo más homogéneo de los Estados y detener hasta 
cierto grado la creciente tendencia hacia una centraliza­
ción política que desafía los principios del federalismo 
constitucional.

Por otra parte, la configuración actual de los Estados 
es tal que varios de ellos son incapaces de desarrollarse 
o simplemente existir según las exigencias de un Estado 
moderno, sea por limitación territorial, o sea por la 
escasez de recursos materiales y humanos, o algunos 
o todos estos factores.

Es inconcebible que un Estado con una población de 
escasos 300,000 habitantes, una superficie de 5,589 km2 
y un ingreso anual propio de 23.946,00050 de pesos pueda 
disponer de la capacidad económica e intelectual nece­
saria para erigir y hacer funcionar siquiera un gobierno 
con todos sus órganos, un aparato judicial y, sobre todo, 
un cuerpo legislativo, con arreglo a las exigencias de un 
Estado moderno. De ahí que muchas de las funciones 
constitucionales de los tres poderes se realizan “pro for­
ma”, en la sombra de instituciones federales cuyos rendi­
mientos, especialmente en la legislación, sirven de mode­
lo a los Estados que se encuentren en condiciones simila­
res a las relatadas para el caso de Aguascalientes.

Finalmente, hay que enfatizar la importancia para 
la centralización política de algunos aspectos del propio 
sistema político, especialmente la función de la extensa 
planificación socioeconómica realizada por el gobierno 
federal. Objeto de esta planificación y su realización 
son prácticamente todos los asuntos de competencia fe­
deral (exclusiva o no) que la Constitución Política 
señala en su artículo 73, a saber, la educación, la segu­
ridad social, la asistencia médica, las comunicaciones y 
servicios públicos, la energía eléctrica, petróleo y mine­
ría, etcétera. Para el efecto, el gobierno federal cuenta 
con empresas descentralizadas y centralizadas, como por 
ejemplo Pemex, la Comisión Federal de Electricidad, la 
marina mercante y otras instituciones, pero sobre todo 
las propias Secretarías que disponen de sus departamen­
tos de planificación, y diversos institutos dependientes del 
partido oficial (P R I)51 y el régimen de partidos que 
impone una determinada uniformidad a la política 
dentro de la nación.

Ahora bien, los mencionados factores aunque políti­

50 Estas cifras se refieren al Estado de Aguascalientes en 
el año de 1966 y fueron tomadas del Anuario Estadístico Com­
pendiado, 1966, SIC, México, 1967, pp. 18, 19 y 288.

51 Por ejemplo, el IEPES (Instituto de Estudios Políticos,
Económicos y Sociales).

camente centralizadores, no determinan una politización 
de la burocracia gubernamental sólo por este carácter. 
Por lo pronto, se muestran como cierto apoyo y en 
parte, fruto a la vez, del sistema presidencialista unipar- 
tidario.

El sistema político, sin embargo, abarca también y 
de manera sumamente importante, el régimen de parti­
dos que en este contexto se presenta por consiguiente 
como parte integral del segmento “sistema político” del 
ambiente del sistema burocrático gubernamental. La 
función del régimen de partidos, en relación con el 
problema de la politización de la burocracia guberna­
mental merece una atención más detenida. El vigente 
sistema de un partido dominante considerado también 
equivalente en muchos aspectos a un sistema monoparti- 
diario’’2 nos obliga a tomar en cuenta los principales 
rasgos estructurales del partido dominante (PR I), pues­
to que la función del régimen de partidos que nos 
interesa en el presente contexto, se determina evidente­
mente en gran parte por el mismo partido dominante. 
Este partido, erigido sobre un sistema de sectores que 
agrupan asociaciones y grupos de' interés, y organizado 
por su Estatuto y en cierta correlación a las caracterís­
ticas estructurales y funcionales del Ejecutivo mismo, de 
manera altamente centralizada y burocrática, a través 
de sus órganos que son el Comité Ejecutivo Central, la 
Gran Comisión, la Asamblea Nacional, los Comités Eje­
cutivos Regionales, los Comités Municipales y los Comi­
tés de Distrito en el D. F., ha adoptado con el tiempo 
la función política de un mecanismo constitucional au­
xiliar53 que se encarga de asegurar un gobierno responsa­
ble y no total. El partido no sólo establece cierto 
equilibrio entre las demandas e intereses representados 
por las asociaciones que forman los sectores del PRI, 
sino también, y de una manera sumamente significativa, 
suministra un apoyo terminante a las diferentes depen­
dencias gubernamentales que a su vez tratan de equili­
brar dichos intereses en el proceso administrativo y políti­
co, es decir, fuera del aparato y disciplina del partido. 
Tal función del partido puede cumplirse exitosamente 
sobre una base de legitimidad formal que brinda el hecho 
de que tanto al nivel federal como al nivel estatal, el 
PRI suele ganar las elecciones que producen la represen­
tación política del pueblo; en consecuencia, se perfila 
un círculo de apoyo recíproco entre las dependencias 
gubernamentales y el PRI y sus organizaciones afiliadas,

52 R. E. Scott, Mexican Government in Transition, 1964, 
pp. 145 y ss.

53 R. E. Scott, op. cit., p. 145.
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cuya persistencia parece vital para la continuidad del 
sistema político actual. No obstante, la afirmación de que 
el PRI sea solamente un apéndice del aparato buro­
crático,54 parece demasiado simplista para ser aceptable. 
Para concretizar lo dicho acerca de la relación entre el 
PRI y el gobierno, podemos citar a González Casanova 
cuando dice:

Cada partido tiene un grupo de políticos y admi­
nistradores —más o menos numerosos— con sim­
patizantes a los que moviliza mediante el auxilio 
de organizaciones gubernamentales o eclesiásticas o 
por intermedio de los pequeños y grandes dirigentes 
de tipo tradicional. No hay partidos de masas; hay 
políticos y simpatizantes, y los partidos solos no 
movilizan; movilizan el gobierno o los factores 
reales de poder.

Puede decirse sin lugar a dudas, que los partidos 
no están organizados, subsidiados ni controlados 
por los ciudadanos. Lo normal es que los grupos 
de poder —con políticos y administradores— or­
ganicen, subsidien y controlen partidos, y que los 
partidos sean su instrumento jurídico-político cons­
titucionalmente sancionado para la lucha cívica. 
No es por ello extraño que cuando manifiesten 
inconformidad, ésta se vea como expresión de sus 
dirigentes o patrocinadores y no de las “masas” 
que dicen representar; así, cuando el partido del 
gobierno manifiesta satisfacción pública, éste se 
ve como satisfacción de sus dirigentes, o del propio 
gobierno. Y aunque tales juicios no corresponden 
exactamente a la realidad, pues los partidos suelen 
ser agentes para la manifestación de la opinión 
pública, ocurre que no siendo los partidos un 
instrumento organizado, subsidiado y controlado 
por los ciudadanos, los dirigentes tienen una li­
bertad de maniobra que les permite manifestar 
su inconformidad o conformidad, sin que éstas 
necesariamente correspondan a las de los ciudada­
nos. Por otra parte, mucha de la inconformidad de 
las masas se mueven fuera de los partidos, son 
ajenas a los partidos, no determinan la lucha de 
los partidos; y mucho del conformismo y la incon­
formidad de los ciudadanos se manifiesta con su 
misma abstención de ingresar, actuar y controlar 
los partidos.55

Ahora bien, consideramos el nombramiento de los 
burócratas como un aspecto a través del cual se puede 
expresar una politización de la burocracia. Los supre­
mos puestos políticos se asignan a  los candidatos de 
un solo partido mediante elecciones, aunque éstos no Sue­

s'4 Brandenburg, The Making of Modern Mexico, New 
Jersey, 1964, p. 5.

55 P. González Casanova, op. cit., p. 115.

jan necesariamente de entre los altos funcionarios del 
propio partido; en el nivel administrativo, en cambio, 
se seleccionan los funcionarios y burócratas de acuerdo 
con determinadas reglas de conducta que se les imponen 
y su nombramiento garantiza no sólo cierta armonización 
entre los órganos políticos y los administrativos, sino 
más allá una lealtad política pronunciada de los últimos 
hacia los primeros. En cuanto al proceso del nombra­
miento de los funcionarios y burócratas para puestos y 
trabajos dentro de la administración gubernamental, se 
observan principios que se asemejan casi completamente 
a los practicados en Estados donde no se da una politi­
zación palpable de la burocracia administrativa, sino al 
contrario, una autonomía notable.

La plana mayor de la administración, o sea, los 
secretarios y subsecretarios de Estado, así como los ofi­
ciales mayores, son seleccionados o por lo menos acepta­
dos por el titular del poder ejecutivo (presidente de la 
República) como funcionarios de confianza que desem­
peñan labores no sólo administrativas, sino también de 
relevancia y contenido político. Por lo pronto, normal­
mente dichos funcionarios serán miembros del PRI, es 
decir, del mismo partido del cual emana el presidente 
de la República, aunque es cierto que el presidente no 
está obligado en modo alguno para hacer un nombra­
miento de acuerdo con una consideración política o 
partidaria que no sea la suya.

Sin embargo, los próximos puestos en la jerarquía 
administrativa, como los directores en la SEP, por ser 
de tipo técnico, ya no parece indispensable que se cubran 
por funcionarios miembros del partido, sino por profe­
sionistas de “confianza política” para con el secretario 
de Estado correspondiente quien a menudo los nombra 
libremente. Los directores a su vez nombran discrecio­
nalmente a sus colaboradores y asesores inmediatos, tales 
como los jefes de Departamento, los jefes de Oficina, 
los inspectores, etcétera. En cambio, los empleados de 
base se nombran por el titular de la dependencia, nom­
bramiento que es una ratificación del resultado de los 
concursos que las comisiones mixtas de escalafón llevan 
a cabo.

El antiguo favoritismo —la “burocracia del compa­
drazgo”— aunque no se haya borrado por completo, ha 
sido limitado notablemente, en el caso de los trabajado­
res de base, por la introducción del principio de la ina­
movilidad consagrado por el “Estatuto de los Trabajado­
res al Servicio de los Poderes de la Unión” que establece 
que estos trabajadores no pueden ser cesados ni despe­
didos sin justa causa. Se le puede reconocer al menciona­
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do Estatuto la finalidad de desarrollar como base del 
servicio civil, la carrera del empleado con el objeto de 
obtener el personal más idóneo en los cargos públicos.56

Hasta aquí, no se perciben factores concretos de ca­
rácter organizativo que conduzcan a una politización 
de la burocracia administrativa. Sin embargo, el nom­
bramiento y el ascenso de los burócratas federales y 
estatales, es decir, los empleados públicos de base, a pe­
sar de la existencia del mencionado Estatuto, no se 
realizan siempre conforme a los méritos, aptitudes y 
antigüedad de los candidatos, factores esenciales para 
una selección relativamente racional de los miembros 
que integrarían una burocracia eficaz. Al contrario, la 
evidente influencia de la Federación de' Sindicatos 
(FSTSE) que representa a los burócratas de la Federa­
ción y de los Estados, sobre el nombramiento y sobre to­
do el ascenso de los burócratas, en desafío a los prin­
cipios clásicos de selección ha venido ejerciéndose con 
base en consideraciones políticas, de modo que inhibió 
e inhibe hasta cierto grado un perfeccionamiento y ra­
cionalización de la selección y circulación de la burocra­
cia.57 Tal influencia tiene cierta base legal en el artículo 
43 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado que estipula que los titulares de las dependencias 
de los Poderes de la Unión, de los gobiernos del Distrito 
y Territorios Federales y de las instituciones descentrali­
zadas tienen la obligación de preferir, en igualdad de 
condiciones, a los trabajadores sindicalizados respecto 
de quienes no lo estuvieren.

Por otra parte, desde que el sindicalismo muestra 
características políticas, la participación de los sindicatos 
en los procedimientos administrativos de selección y 
ascenso de los burócratas ha contribuido a lo que llama­
mos la politización de la burocracia. La raison d’etre 
de los sindicatos ya no estriba únicamente en la lucha 
por el mejoramiento de las condiciones de trabajo y 
bienestar social de los trabajadores, sino se ha hecho 
extensiva al mantenimiento y fortalecimiento de una 
posición política (ideológica) que en términos generales 
se apoya en las ideas de la Revolución de 1910-1921 y su 
desarrollo posterior. Así, la sindicalización de los traba­
jadores al servicio público, es decir, los burócratas de 
base, significa su activación y utilización para fines polí­
ticos, aparte de la protección laboral que los sindicatos 
otorgan a sus miembros.

Esta característica política de los diversos sindicatos 
que agrupan a los trabajadores al servicio del Estado, se

ca G. Fraga, op. cit., p. 265.
57 Mendieta y Núñez, op. cit., pp. 315 y ss.

encuentra, por ejemplo, expresada en el vigente artículo 
8, sección 1, de los Estatutos del Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Educación (SNTE) que textual­
mente dice:

Artículo 8 “El programa de acción del Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Educación, com­
prende los siguientes objetivos generales y específi­
cos:

I. Luchar por el perfeccionamiento constante de 
nuestro sistema democrático de gobierno y por 
la permanencia de las instituciones revoluciona­
rias.”

El SNTE proclama así la voluntad de participar 
activamente en los asuntos de la política gubernamental, 
fijando al mismo tiempo Su posición o credo político 
ideológico en los términos de un apoyo al “sistema de­
mocrático de gobierno” y de las “instituciones revolu­
cionarias”.

Ahora bien, tratándose de un sindicato de burócratas 
quienes forman el brazo ejecutivo del Estado mismo, 
resulta precario el hecho de que dicho sindicato asuma 
una responsabilidad formal tan ambiciosa, si no presun­
tuosa, puesto que el gobierno, investido constitucional­
mente de las facultades exclusivas para dirigir y defender 
al Estado, se podría ver confrontado con las organiza­
ciones de sus propios empleados y trabajadores que 
reclaman en forma autónoma el derecho de intervenir 
en el desarrollo de la política nacional.

Naturalmente, el gobierno no pudo ni puede hacer 
caso omiso de que proclamaciones al estilo del SNTE 
implican automáticamente que su interpretación o de­
finición le podría corresponder al sindicato. Así, la inter­
pretación de términos como “sistema democrático de 
gobierno”, o de las “instituciones revolucionarias” puede, 
en el curso del desarrollo de la situación política general 
del país llegar a divergir de manera significativa de los 
conceptos y programas políticos del gobierno. Al respecto, 
aunque de manera muy cautelosa, González Casanova58 
hace una afirmación acerca de la fuerza latente del mo­
vimiento obrero diciendo: “De todos modos aunque el 
movimiento obrero, en sus tendencias generales, presenta 
marcadas características de dependencia respecto de la 
política del Ejecutivo y en particular del presidente, 
no cabe duda que se encuentra ahí una fuerza latente 
—y en algunos casos real, operante ya— de la vida 
política mexicana.” Por lo tanto, es el gobierno que a 
su vez se reserva, con todos los medios a su alcance, la

58 Op. cit., p. 26.
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facultad real y pragmática de intervenir decisivamente 
en las actividades políticas de los mencionados sindicatos 
y la FSTSE u otras instituciones políticas, a fin de evitar 
que se desarrollen como auténticos grupos de interés o 
presión que podrían asumir funciones políticas más 
o menos autónomas.

“En verdad —escribe González Casanova— el sindi­
calismo como fuerza política nacional presenta múltiples 
características de una variable dependiente, no sólo del 
partido del gobierno, sino específicamente del Ejecuti­
vo.59 La vinculación de los líderes de los sindicatos con 
el gobierno se demuestra por el hecho de que los princi­
pales de ellos han sido unas veces diputados y otras 
senadores y que en esta calidad no han demostrado que 
eran representantes de un movimiento obrero indepen­
diente.”60

Sin embargo, parece sumamente difícil determinar las 
causas y modalidades de la mencionada vinculación o 
dependencia de los sindicatos frente al poder ejecutivo, 
ya que no consideramos como una explicación suficien­
te la circunstancia de que los sindicatos de los burócratas 
(y otros trabajadores) estén formalmente afiliados al 
partido del gobierno (PRI). Aunque este aspecto orga­
nizativo formal no carece de relevancia, no puede facili­
tar o apoyar explicaciones ni descripciones de los pro­
cedimientos y reglas de conducta que observan los líderes 
de los sindicatos frente a los altos funcionarios políticos 
del gobierno y viceversa.

Un indicador de la dependencia del sindicalismo 
mexicano respecto del gobierno y en particular del presi­
dente de la República, nos puede dar un análisis de 
las huelgas. En este contexto tenemos que señalar que 
no están a disposición datos algunos, relativos a huelgas 
o movimientos huelguistas que los trabajadores y em­
pleados del gobierno hayan realizado, exceptuándose 
aquellos trabajadores contratados por empresas descen­
tralizadas.

Estadísticas que tratan de las huelgas que se han 
llevado a cabo en este país no hacen distinción alguna 
entre los numerosos sindicatos o trabajadores sindicali- 
zados que han entrado en huelga. Sin embargo, según la 
información que Se ha podido conseguir, no ha tenido 
lugar nunca una huelga de trabajadores y empleados 
públicos de alguna importancia y sobre todo, ninguna 
huelga general.

Tal fenómeno en verdad no puede sorprender si se 
toma en cuenta que la huelga presenta prácticamente

59 González Casanova, op. cit., p. 23.
60 González Casanova, op. cit., p. 24,

siempre un aspecto político, aunque se proclame por 
motivos exclusivamente económicos, ya que la huelga 
como institución, consagrada por el artículo 123, frac­
ción XVII de la Constitución Política, constituye el arma 
sindical más poderosa, radical y temible, y tiene por 
ello que ser mantenida bajo un control decisivo por el 
gobierno que, como todos los gobiernos revolucionarios 
anteriores, asume la responsabilidad para manejar y 
promover una gran porción, creciente en importancia, 
de los asuntos económicos del país.61

Se puede hacer constar que las huelgas a menudo se 
dirigen, por lo menos indirectamente, en pro o en con­
tra del gobierno, ya que normalmente, las huelgas han 
sido relacionadas con asuntos políticos.62 Por consiguien­
te, la lógica inmanente en el sistema de relaciones entre 
el Ejecutivo por una parte y los sindicatos de los tra­
bajadores y empleados gubernamentales, por la otra, 
exige una especie de solidaridad entre ambos, misma 
que, en el año de 1940, fue señalada en forma demostra­
tiva por el presidente Cárdenas, quien en un discurso 
dijo que el Estado era ya un patrón mayor y que el movi­
miento laboral había alcanzado un punto en donde 
debería entender que el debilitamiento de la solidaridad 
que existía entre el proletariado mexicano y el gobierno 
revolucionario provocaría una grave crisis para las ins­
tituciones así como la caída del movimiento laborista.63

Un segundo indicador de la dependencia del sindica­
lismo frente a! poder ejecutivo puede ser la política 
huelguista del mismo presidente de la República, ya 
que tal política ha logrado, en los distintos regímenes 
presidenciales, determinar si hubiese un mayor o menor 
número de huelgas o huelguistas.64

En efecto —escribe Pablo González Casanova— 
observando en sus grandes tendencias la cantidad 
de huelgas y huelguistas que surgen en los distintos 
regímenes presidenciales, se advierte precisamente 
que, cuando gobiernan presidentes famosos por su 
política obrerista y popular, es cuando hay un ma­
yor número de huelgas y huelguistas —como si los 
dirigentes sindicales y los obreros se sintieran pro­
tegidos por la fuerza presidencial e incluso alenta­
dos—, y que ocurre exactamente lo contrario cuan­
do los presidentes tienen una política general menos 
radical, o de alianza más abierta con los sectores 
patronales, nacionales o extranjeros.

El carácter de la politización de los burócratas se

61 Wilkie, op. cit., p. 183.
62 Wilkie, ibidem.
63 Wilkie, op. cit., pp. 183 a 185.
64 González Casanova, op. cit., p. 24.
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manifiesta principalmente por el hecho de que para 
fines representativos que el gobierno como mando políti­
co establece con motivo ya de la visita de altos funcio­
narios de gobierno extranjeros, ya de la gira electoral 
de un candidato a la Presidencia de la República, se 
suelen movilizar masas de burócratas para una manifes­
tación “popular” de apoyo al sistema político actual, 
frente a un jefe de gobierno extranjero, o bien frente 
al propio pueblo. El mismo fenómeno se observa en 
ocasión del informe presidencial, la fiesta de la Indepen­
dencia, el Día del Trabajo, la apertura de las Cámaras 
Legislativas y otras fiestas y ceremonias similares que 
auspicia u organiza el poder ejecutivo. Así, es una acti­
tud o forma de conducta exhibida por la burocracia que 
da testimonio de su lealtad y su adhesión al conjunto de 
la nación y sociedad mexicanas. Esta actitud política 
refleja un proceso latente de' socialización política de 
los burócratas a través de una aceptación o interna- 
lización de normas políticas y convicciones ideológi­
cas.85

El precio que el Estado paga por este apoyo político 
que su burocracia le brinda es enorme y de gran diversi­
dad. En primer lugar, la relativa inamovilidad; luego, la 
garantía efectiva del salario mínimo, vacaciones prefe- 
renciales y toda una gama de prestaciones y facilidades 
en lo que se refiere a la vivienda, alimentos, escuelas, 
guarderías y asistencia médica dentro de las organizacio­
nes del ISSSTE, así como la garantía importante del 
derecho de huelga.

Ahora bien, hemos planteado las anteriores conside­
raciones en función del régimen de partidos, y tenemos 
que volver a nuestro punto de partida más amplio. La 
FSTSE que fue establecida por el presidente Cárdenas 
en medio de un proceso de diferenciación e instituciona- 
lización sociopolítica “de arriba hacia abajo” , debe su 
existencia y funcionamiento al gobierno (Estado) que 
fue su creador y dispuso su afiliación al PRI a través del 
sector CNOP. La FSTSE representa a los burócratas 
de base federales y estatales y en consecuencia se presenta 
como una de las agrupaciones recolectoras de intereses 
más poderosos dentro de la CNOP y dentro de todo 
el PRI. Esta vinculación institucional de la FSTSE 
con el partido predominante nos aclara en parte la res­
ponsabilidad del sistema de partido político predominan­
te por la politización de la burocracia gubernamental.

63 Compárese Bert F. Hoselitz, “Levels of Economic Per­
formance and Bureaucratic Structures” en Bureaucracy and
Political Development, editor: Joseph La Palombara, Princeton,
N. J., 1963, p. 174.

Además, cabe señalar aquí el hecho interesante de la re­
lación relativamente estrecha entre el Estado y los sindi­
catos de los burócratas, de acuerdo con las disposiciones 
de la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado. El 
Estado, o sea, el poder ejecutivo, puede impedir que los 
sindicatos de trabajadores al Servicio del Estado se adhie­
ran a organizaciones o centrales obreras o campesinas,63 * * 66 
así como todo acto de reelección en uno de dichos sindi­
catos.67 Ambas facultades son elementos de control que 
el Estado se reserva sobre la conducta organizativa de 
sus burócratas, y sirven finalmente para garantizar la 
supremacía del Estado en la disposición acerca de la vi­
da y organización políticas de los trabajadores al servicio 
del Estado. El efecto inmediato de la mencionada regla­
mentación de la organización de los burócratas es sin 
duda la división organizativa de los trabajadores, cam­
pesinos y burócratas y una facultad exclusiva del gobier­
no en lo que se refiere a la dirección política de los 
burócratas.

Podemos, en el contexto de este trabajo, pasar por 
alto toda discusión detallada de la política de la FSTSE 
con proyección hacia el PRI y hacia asuntos nacionales 
e internacionales, para acercarnos desde un ángulo opues­
to al problema de la politización de la burocracia gu­
bernamental. Dijimos que el PRI y sus organizaciones 
afiliadas por una parte, y las dependencias gubernamen­
tales por la otra, se prestan un apoyo recíproco, y esto 
en todos los asuntos vitales para la continuidad del 
sistema política constitucional. Pero, tal hecho no impli­
ca que sería posible identificar el gobierno con el PRI 
o con su afiliada de sector, la FSTSE, en lo que atañe a 
la politización de la burocracia gubernamental. Al con­
trario, existe una constante rivalidad entre las depen­
dencias gubernamentales y los sindicatos que integran 
la FSTSE, dentro y fuera de las Comisiones Mixtas de 
Escalafón y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbi­
traje, porque la plana mayor de la administración pú­
blica con frecuencia se opone a la influencia política 
que los sindicatos tratan de ejercer con apoyo en la 
base del personal administrativo. Esto podría interpre­
tarse, en la práctica, como la justificación del deseo 
manifiesto en nuestra cita de la Comisión de Constitu­
yentes, de separar la política de la administración, pero 
no significa necesariamente que los altos funcionarios 
administrativos (titulares de puestos de confianza) favo­
rezcan siempre la neutralidad política de los burócratas

68 Art. 79, secc. v de la Ley Federal de los T rabajado r 
al Servicio del Estado.

67 Art. 75 de la Ley citada en la nota 66.
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de base. Dichos funcionarios que legalmente no pueden 
formar parte de los sindicatos, en general serán miem­
bros directos del PRI y asi adoptarán sus criterios politi­
cos que siendo cubiertos por la doctrina política del 
PRI, no concuerdan necesariamente con las ideas y 
propósitos políticos de los sindicatos.

Dicho de otro modo: parece existir cierta competen­
cia entre los impulsos gubernamentales por un lado y 
los sindicales por el otro, hacia la politización de la 
burocracia gubernamental, sobre un denominador políti­
co común de carácter amplio y en cierto modo difuso: 
el PRI.

La rivalidad, aunque limitada, entre la plana mayor 
del poder ejecutivo y los sindicatos agrupados en la 
FSTSE, en tomo a la dirección política de la burocracia 
gubernamental, revela así una duplicidad organizacional 
que caracteriza a esta última. Por una parte, se encuen­
tra la organización jerárquica de trabajo dentro del 
poder ejecutivo y de acuerdo con las leyes y reglamentos 
públicos, mientras que, por la otra, la sindicalización 
de los burócratas de base constituye otra organización 
que siendo de tipo laboral político está destinada a 
contrarrestar o equilibrar hasta cierto grado los efectos 
e implicaciones de la primera. Podemos aceptar que las 
dos formas organizativas son complementarias, también 
en cuanto implican rasgos de sujeción autoritaria y de 
selección libremente realizada, ya que pueden originar 
cierto equilibrio en vez de una antinomia irresoluble 
desde el punto de vista organizativo.

Creemos tener que refutar, pues, la afirmación sim- 
plificadora en el sentido de que la burocracia (de “ejecu­
ción” ) se ha convertido, por obra del sindicalismo, en 
una fuerza política,6® ya que hemos dejado expuesto que 
hay otro factor directamente responsable de, e interesado 
en, cierta politización de la burocracia, a saber, el mismo 
poder político del gobierno que en las circunstancias 
actuales en que se encuentra el sistema sociopolítico, 
necesita de la burocracia como apoyo a su legitimidad y 
estabilidad.

Ahora bien, los funcionarios de confianza no sólo 
favorecen y apoyan con frecuencia cierta politización 
de los empleados de base, sino ellos mismos tienden a 
demostrar una militancia política aun en el caso en que 
se trate de puestos técnicos como los cargos que en la 
jerarquía siguen al oficial mayor de una dependencia. 
Un empleado de' confianza en la práctica es un emplea­
do sobre todo de confianza política, y su politización es 
un instrumento para afianzar su puesto administrativo y

68 Mendieta y Núñez, op. cit., p. 338.

convertirlo en un trampolín para subir a posiciones 
cada vez más cercanas a las funciones políticas.

Resumiendo lo anterior, podemos afirmar que el sis­
tema mixto de afiliación del PRI, directa individual e 
indirecta por organización, origina un determinado dua­
lismo en el impulso de la burocracia gubernamental 
hacia la politización, dualismo que se traduce desde 
dentro del sector CNOP del PRI, donde los burócratas 
y sus líderes sindicales se enfrentan a los funcionarios 
de la plana mayor administrativa, a la rivalidad dentro 
del sistema de la administración gubernamental por la 
orientación y dominio político de los burócratas.

Tenemos que tocar todavía otros aspectos relevantes 
para nuestra hipótesis de la politización de la burocracia 
gubernamental: Los altos funcionarios del gobierno a 
menudo intervienen, de manera más o menos directa, 
en la elección de los líderes de un sindicato de trabaja­
dores públicos tratando así de asegurar su dominio 
político sobre la burocracia. Y tales tentativas pueden, 
aparte de efectos inmediatos sobre problemas y situacio­
nes que se presenten en una dependencia o unidad 
administrativa, tener implicaciones de otra indole, tales 
como la conquista de altos puestos públicos por los líde­
res de los sindicatos tanto dentro del poder ejecutivo 
como dentro del poder legislativo, hecho que parece 
confirmar el carácter político de las asociaciones sindi­
calistas.®9 Por consiguiente, la toma de influencia por 
parte de los altos funcionarios del gobierno en la elección 
de un líder de un sindicato, junto con otras regula­
ciones de la relación entre el Estado y los burócratas 
sindicalizados, puede considerarse como un mecanismo 
de control político relativo al ascenso de los burócratas 
sindicalizados fuera del proceso administrativo regla­
mentario.

Aparte del señalado aspecto organizativo que con 
repercusión sobre el estado politico de la burocracia, 
vincula los sindicatos de los burócratas con el gobierno, 
sería posible demostrar tal vinculación, o dependencia 
de dichos sindicatos del gobierno, en un nivel conductista 
a través del estudio de las intervenciones de los dipu­
tados y senadores de procedencia sindical en las cáma­
ras respectivas.70

3.2 Mientras las anteriores observaciones se refirie­
ron al sistema político como propulsor de la politización

69 Compárese las explicaciones en las pp. 52 y ss. Ade­
más podemos mencionar que la obtención de dichos puestos 
públicos por parte de dirigentes sindicales ha sido considerado 
como “concesión” hecha por partido y gobierno (Asi, González 
Casanova, op. cit., p. 23).

70 Compárese González Casanova, op. cit., p. 24.
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de la burocracia gubernamental, tenemos que dirigir la 
atención sobre los propios burócratas con el propósito 
de determinar, y en lo afirmativo, en qué medida cons­
tituyen ellos mismos un factor activo en la politización 
de la burocracia de la cual son miembros.

La formulación de este problema nos obliga a dife­
renciar entre los niveles o clases de burócratas, porque 
resulta evidente la imposibilidad de sujetar a los altos 
burócratas, o sea, la plana mayor de la administración 
pública, al análisis respectivo junto con los burócratas 
de base. Ahora bien, aceptando para este propósito una 
línea divisoria entre los burócratas (funcionarios) de 
confianza y los de base, vemos con claridad que práctica­
mente sólo los primeros tienen la capacidad y el interés 
de favorecer activamente la politización de la burocracia 
como conjunto. Ellos ocupan puestos de confianza políti­
ca, lo cual presupone cierta relevancia y función política 
de sus cargos públicos;71 en general tienen, por estar 
fuera del sistema de inamovilidad, de las posibilidades 
de un ascenso reglamentario y del apoyo y protección de 
los sindicatos, una inclinación para fomentar la repre- 
sentatividad política del aparato burocrático más bien 
que su autonomía o impermeabilidad frente a la política, 
ya que esto contribuye a sus posibilidades de conquistar 
posiciones cada vez más altas, es decir, de carácter cada 
vez más político.

El mencionado interés de los altos burócratas se 
puede manifestar en un control sobre las actividades 
políticas y sindicalistas de' los burócratas de base, así 
como en la estimulación y exigencia de una determinada 
conducta política en general, o especialmente con moti­
vo de aquellos eventos en la politica nacional que 
comentamos arriba.

En todo caso y vistos desde cualquier ángulo, parece 
que los burócratas de base son, en su gran mayoría la 
parte pasiva en el supuesto proceso de politización del 
aparato burocrático.

Ellos no pueden individualmente tener ni el interés 
ni la capacidad suficiente para que activa y consciente­
mente se constituyan como una fuerza política, con la 
excepción de los líderes sindicalistas que se encuentran 
entre ellos y aquellos que aspiran a tal liderazgo.

Así, el rol del pequeño burócrata es, dentro del sis­
tema político, servir como instrumento para la represen- 
tatividad política general del poder ejecutivo, y en casos 
particulares, para la lucha que por el poder guberna­
mental sostienen los altos funcionarios de la administra­

rl Compárese Mendieta y Núñez, op. c it., p. 338.

ción gubernamental, del partido oficial y de los sindicatos 
en los cuales los burócratas están agrupados. Por otra 
parte, los funcionarios gubernamentales de la plana ma­
yor (la alta burocracia), debido al doble carácter admi­
nistrativo-político de sus cargos cumplen, por las razones 
antes expuestas, la función de una activación e instru­
mentación política de los burócratas subordinados.

3.3 Queda por examinar la función del público, co­
mo tercer segmento del ambiente del sistema burocrático 
administrativo, en el proceso de politización de la bu­
rocracia.

No existe en el público una actitud o posición uni­
forme frente a la administración pública y su sistema 
burocrático en particular, en lo que se refiere a su carác­
ter político. Más bien, se observa una ambivalencia en tal 
actitud cuyas manifestaciones se presentan no sólo en 
una opinión pública que existe al respecto, sino sobre 
todo en los puntos de contacto entre la propia adminis­
tración y el público. Tenemos que diferenciar nuevamen­
te entre la alta y la baja burocracia gubernamental, para 
poder examinar los impulsos que recibe desde el público 
hacia una politización, porque es evidente que el públi­
co, o sea, individuos, grupos y organizaciones privadas de 
toda clase, que esperan determinada actuación por parte 
de la administración pública de acuerdo con sus intere­
ses, tratarán de tomar influencia en las decisiones y la 
planeación de esta administración más bien que en el ma­
nejo de sus asuntos y los asuntos públicos en general 
en la base de la administración donde la fuerza y ri­
gor de los reglamentos administrativos y también la 
publicidad del trabajo administrativo son sensibles y difí­
ciles de neutralizar en sus efectos.

Así, parece que la plana mayor de la burocracia 
gubernamental ofrece mejores perspectivas a los diversos 
sectores del público para que éstos le impongan ciertos 
criterios y objetivos en los asuntos de interés. Tal impo­
sición refleja una relación de poder político en cuanto 
el interés público se enfrenta al interés privado, y la 
burocracia gubernamental puede verse obligada a com­
partir su poder con aquellas partes del público que 
intervienen directamente en las decisiones y planeación 
administrativas, por ejemplo los grandes grupos de in­
terés y de presión en general, como las asociaciones 
patronales, profesionales, etcétera.

Sin embargo, el hecho de que los mencionados gru 
pos tomen así parte en el manejo de' los asuntos dt 
competencia pública, por lo pronto no significa más out 
una relativa distribución y atenuación del poder guber­
namental, y no al mismo tiempo la tentativa del públi -*i
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de impulsar a la burocracia hacia una sensibilidad y 
activación netamente política. En verdad, al analizar 
estos aspectos de la relación entre la burocracia guber­
namental y el público, se hace necesario examinar tanto 
el carácter como los objetivos y sus motivaciones de las 
unidades que constituyen el público, a fin de que poda­
mos diferenciar entre una presunta politización de la 
burocracia gubernamental y la imposición de una deter­
minada política gubernamental que complazca a los in­
tereses de' determinados sectores del público.

La politización de la burocracia gubernamental re­
quiere de una orientación política en forma sistemática 
(una ideología) que el público, con algunas excepciones, 
no puede proporcionar, sea por falta de homogeneidad 
política, sea por falta de una necesidad real. Además, el 
público no podría esperar obtener ventajas definitivas 
al competir con el poder político (Ejecutivo) del Es­
tado en la dirección política de la burocracia guber­
namental.

Así, el público generalmente no toca la supremacía 
del poder político del gobierno en el manejo de la buro­
cracia, sino procede, de una manera ideológicamente 
neutral, a ejercer su influencia en la planeación y las de­
cisiones gubernamentales de carácter más bien técnico, a 
fin de asegurar el respeto y la protección gubernamenta­
les para sus intereses específicos. El público se vale del 
método de la presión, del convencimiento y de la persua­
sión, principalmente sobre la base de conocimientos técni­
cos y científicos y renuncia así a una intereferencia en la 
organización misma de la burocracia y su politización, 
cuya finalidad que analizamos arriba de hecho es ajena 
a los objetivos del público. A menudo, es la corrupción72 
(activa y pasiva) que determinan las relaciones, entre 
el público y la administración gubernamental y que 
convierte a los funcionarios administrativos en servidores 
de los intereses privados, y a veces, a las respectivas 
personas del público en partidarios de las ambiciones 
políticas de dichos funcionarios, sin que se pudiere sus­
tentar la tesis que este último aspecto más bien esporádi­
co de la colusión corruptiva refleje un modo de politi­
zación de la burocracia como tal por parte del público.

No obstante, existen algunos sectores del público, por 
ejemplo los sindicatos, que muestran tentativas de im­
pulsar a la burocracia hacia una politización, pero como 
ya optamos por considerar a los sindicatos más bien como 
segmentos del sistema político que sencillamente co­

72 Entendemos bajo este término la remuneración de actos
públicos, sean ilícitos, discrecionales u obligatorios, por parte
de una persona privada.

mo parte del público tratado por la burocracia guber­
namental, los excluimos aquí del público por razones 
metodológicas. Analíticamente podríamos tratar tam­
bién a los sindicatos como parte del público general a 
que se enfrenta la burocracia gubernamental, y nos 
encontraríamos ante el hecho de que los sindicatos de 
los burócratas (la FSTSE) impulsan, como ya hemos 
visto anteriormente, a la burocracia hacia una politiza­
ción, compitiendo así con el gobierno, si bien dentro de 
los límites del consenso politico existente entre ambas 
partes.

IV

Señalamos aquí la necesidad de una investigación 
empírica de las tendencias que, en un sentido de neutra­
lización política, muestran en la actualidad ciertos sec­
tores de la burocracia gubernamental. ¿Podríamos com­
probar que la naciente tecnocracia, representada por 
los grandes grupos de profesionistas empleados por las 
diferentes secretarías del Estado, como por ejemplo, 
los ingenieros en la SOP y la SGT, los médicos en la 
SSA y los maestros en la SEP, tiende a afianzar cierta 
autonomía para la administración y planeación de los 
campos de su respectiva competencia, sobre la base de 
una neutralidad política o impermeabilidad frente a  las 
directivas políticas? En lo particular, ¿existe en la pla­
neación administrativa que está siendo realizada por los 
mencionados grupos de profesionistas, una tendencia 
hacia una especie de cientificidad burocrática adminis­
trativa,73 o al contrario, una politización de dichos pro­
fesionistas tecnócratas a través de su militancia en el 
PRI? Estas preguntas aquí sólo pueden señalar caminos 
para trabajos complementarios al presente. Para ello co­
mo una nota preliminar, debemos señalar que en países 
como México, donde el desarrollo económico es el obje­
tivo principal de la nación que está siendo promovido, 
con una gran participación de las instituciones publi­
cas, los funcionarios de la administración publica natural­
mente tienden a ser incluidos en el proceso de la formu­
lación de la política.74 La imposibilidad, en sociedades 
en transición, de distinguir claramente entre funcionarios 
públicos políticos y no políticos se presenta como un

72 Compárense las ideas positivas de Mendieta y Núñez, 
op. cit., pp. 321 y ss.

74 Compárese Joseph La Palombara, “An Overview of 
Bureaucracy and Political Development” en Bureaucracy and 
Political Development, Princeton, N. J. 1963, p. 23.
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fenómeno general.75 Una separación relativamente clara 
entre roles politicos y administrativos (burocráticos) es 
de esperarse sólo a través de un desarrollo de las insti­
tuciones políticas y del sistema político en su totalidad, 
en un sentido democrático que implicaría el reconoci­
miento de los valores de la diferenciación objetiva y 
personal de las responsabilidades, funciones y cargos pú­
blicos.

V

Es preciso, después de haber llevado el examen de 
una supuesta politización de la burocracia gubernamen­
tal a un punto de donde consideraciones complemen­
tarias requerían un estudio empírico más detallado y 
concreto, enfocar esta investigación a una hipótesis en 
cierto sentido recíproco: la burocratización de la polí­
tica.76

Donde los burócratas como tales invaden el área de 
las consideraciones y decisiones políticas sujetando la 
política a los procedimientos y espíritu que son propios 
de la burocracia en el ejercicio de sus funciones guber­
namentales administrativas, se puede hablar de una bu­
rocratización de la política.

En general, la burocracia esboza la tendencia a no 
percatarse del hecho de que el campo de la administra­
ción pública sólo se puede considerar como una parte 
de la realidad política.

Ahora bien, si tal actitud no lleva a la burocracia 
rumbo a una politización de sí misma, en el sentido 
arriba desarrollado, o sea, de un cambio en las funciones 
y estructuras mismas de la burocracia que se convierte 
en una fuerza política auxiliar, entonces y alternativa­
mente puede apoderarse la burocracia de las facultades 
para determinar y ejercer la política a partir de su pro­
pia posición sin modificarla en sus bases. Esto, en esen­

75 Véase Joseph La Palombara, op. cit., pp. 23 y 24.
75 En el pensamiento de S. N. Eisenstadt, esta distinción se

confunde. “Orientación política” de las burocracias y la “bu­
rocratización” (se. de la política) son lo mismo; véase S. N. 
Eisenstadt, op. cit., p. 113. Aquí, sin embargo, se sostiene una 
diferencia decisiva entre una politización de la burocracia y
una burocratización de la política, basada en la propia diferen­
cia que existe en los procedimientos y métodos de que se sirven 
típicamente la burocracia y los órganos políticos. En efecto, 
la politización de una burocracia no implica necesariamente la 
burocratización de la política. La anterior distinción se puede 
ejemplificar contrastando la politización actual de la burocra­
cia mexicana aquí analizada, con el conservadurismo burocrá­
tico e histórico que caracterizó a la política prusiana antes y 
después de la Primera Guerra Mundial. Al respecto, y desde 
el punto de vista de la sociología del saber, véase Karl Mann­
heim, Ideologic und Utopie, Frankfurt, 1965, p. 104.

cia, sería la burocratización de la política que se origina 
por la transformación de los problemas políticos en 
problemas netamente administrativos,77 de manera que 
los problemas políticos encuentren su solución técnica 
administrativa solamente en una etapa en la cual orga­
nismos burocráticos, tales como el militar o la propia 
burocracia gubernamental, se encargan directamente de 
la política, la cual entonces queda a merced de la estruc­
tura y funcionamiento burocráticos.

Históricamente,78 en muchos países las organizaciones 
militares que en sí reúnen en forma paradigmática, las 
características burocráticas esenciales, han contribuido 
a una burocratización de la política gubernamental al 
apoderarse del Gobierno y ejercer el poder político. La 
profundización de este papel del militar, si bien es de 
gran interés, tendrá que recomendarse para futuras 
investigaciones que podrán someter nuestra hipótesis a 
un análisis empírico y comprobar la medida en que 
administraciones de carácter esencialmente militar hayan 
mostrado la tendencia de alterar la política gubernamen­
tal civil en su estilo o modo de practicarse, estampándole 
el sello de la misma burocracia militar.

Sin embargo, podemos señalar aquí un problema 
específico que deriva de un fenómeno militar peculiar 
y que sería digno de estudiarse a fondo en el contexto 
delimitado por el presente trabajo. ¿Podemos confirmar 
para el caudillismo lo que hemos adjudicado a las tradi­
cionales organizaciones militares, a saber, una tendencia 
hacia la burocratización de la política? Advirtiendo el 
elemento anárquico y virulento en el caudillismo que 
en principio no era propicio de la creación ni toleran­
cia de formas burocráticas en la política, todo parece 
indicar que los caudillos y el sistema político del caudi­
llismo, lejos de admitir el estancamiento de las viejas 
formas administrativas o el carácter de la institucionali- 
zación que eran elementos intrínsecos, de la burocracia 
tradicional, eran fenómenos antiburocráticos hasta en 
las organizaciones militares y paramilitares.

En resumen, se verifica en el caso de la burocracia 
mexicana contemporánea lo que se ha afirmado respecto 
a sociedades poscoloniales:79 Un envolvimiento elevado 
de la burocracia en los procesos políticos que se carac­
teriza por la participación en el diseño, asesoría y eje­
cución de medidas políticas y asimismo de una socializa-

77 Compárese Karl Mannheim, op. cit-, p. 102.
78 Véase, en relación con Pmsia, las observaciones de Karl 

Mannheim, op. cit., pp. 102 y ss.
79 S. N. Eisenstadt, “Bureaucracy and Political Develop­

ment” en Bureaucracy and Political Development, editor: Jo­
seph LaPalombara, Princeton, N. J., 1963, pp. in y ss.
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ción política de aquellos quienes entran, activa y pasi­
vamente, en contacto con organizaciones gubernamen­
tales en materia económica, educativa o específicamente 
política como por ejemplo, con motivo de elecciones. 
Este papel de la burocracia, en una fase de transición 
de un país en desarrollo, puede considerarse como un 
factor importante para el desarrollo tanto político como

económico y social de la nación, pese a sus deficiencias, 
ya que la burocracia ejerce sus funciones de acuerdo 
con las realidades de su ambiente actual y del futuro 
inmediato en cuya espera sufre también un proceso de 
desarrollo o cambio latente y continuo, conforme a la 
necesidad de absorber y satisfacer demandas cada vej 
más variadas que provienen de su ambiente.
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